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Diputado Juan Carlos Romero Hicks  

Presidente de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales 

 

La Comisión para la Igualdad de Género de la Sexagésima Sexta Legislatura 

recibió para efectos de emitir opinión en materia de igualdad de género, la iniciativa 

formulada por diputadas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional y por la diputada de la Representación Parlamentaria del Partido de 

la Revolución Democrática por la que se reforma el último párrafo y se adiciona una 

fracción V al artículo 209 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de 

Guanajuato. (ELD 139/LXVI-I) 

 

Por lo anterior, con fundamento en los artículos 59 fracción X segundo párrafo 

y, 116 fracción V de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato, 

sometemos a consideración de la Comisión Dictaminadora, la presente: 

 

OPINIÓN EN MATERIA DE IGUALDAD DE GÉNERO 

 

I. Competencia. 

 

De conformidad con lo dispuesto por la fracción V del artículo 116, de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato, es competencia de la 

Comisión para la Igualdad de Género emitir opinión en el proceso de dictaminación 

de las otras comisiones legislativas cuando el asunto o iniciativa en análisis tenga 

relación con la igualdad de género, previo turno de la Presidencia del Congreso del 

Estado. 

 

 

 



 
 

 
 

 
 

2 
 

 

II. Proceso legislativo.    

La iniciativa ingresó en la Sesión Ordinaria de fecha 20 de febrero de 2025, 

remitiéndose a esta Comisión para su análisis mediante opinión. 

 

En reunión celebrada el 03 de abril de 2025, se dio cuenta de la solicitud de 

opinión a las integrantes de la Comisión, las cuales, a propuesta de la presidencia, 

acordaron remitir sus consideraciones a más tardar el 03 de mayo de 2025 para 

poder emitir una opinión consolidada por parte de las diputadas de la Comisión. 

 

 Es así que, se recibieron correos electrónicos mediante los cuales se adjunta 

la opinión materia del presente por parte de la licenciada Ixchel Moreno Navarro 

asesora del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, así como de la 

licenciada Verónica Olmos Aguíñiga asesora del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional.  

 

III. Consideraciones de la Comisión. 

Las diputadas que integramos esta comisión, tenemos el firme compromiso 

de realizar análisis técnicos con perspectiva de género para atender las solicitudes 

de opinión, para en su caso, las comisiones dictaminadoras valoren la viabilidad de 

las propuestas, siempre respetando la autonomía legislativa; ante ello, la iniciativa 

en mención, de conformidad con la exposición de motivos tiene como objeto 

implementar la obligatoriedad de evaluar toda legislación desde una perspectiva de 

impacto de género.  

 

En la exposición de motivos, argumentan principalmente que: 
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«… 

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal 

reconocido en diversos textos internacionales sobre derechos humanos, entre 

los que destaca la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), aprobada 

por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en 

diciembre de 1979, ratificada por el Estado Mexicano el 23 de marzo de 1981.1 

Este principio de igualdad también se refleja en la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, signado por 

México y ratificada el 12 de noviembre de 1998, la cual fue publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 1999, misma que le confiere 

a la Nación Mexicana obligaciones que cumplir.  

… 

Como se ha señalado, “los informes de impacto de género deben ser 

considerados una de las herramientas básicas para integrar el principio de 

igualdad en el ámbito de la Administración puesto que analizan el nivel de 

compromiso de los poderes públicos con la efectividad del principio 

constitucional de igualdad entre mujeres y hombres”.2 

… 

 
1 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1981. 
2 Pauner Chulvi, C. (2009). Función Legislativa y perspectiva de género: Análisis de los informes de impacto por 
razón de género. Revista De Las Cortes Generales, (77), 185-222. 
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En ese alcance, la perspectiva de género en el proceso legislativo es una 

herramienta que permite visibilizar estas desigualdades y diseñar políticas 

públicas que contribuyan a su erradicación. 

La presente propuesta de reforma busca mejorar la calidad de las leyes al 

asegurar que estas sean inclusivas y equitativas. Una legislación diseñada con 

perspectiva de género es más efectiva para abordar los problemas sociales y 

garantizar una distribución justa de los recursos y beneficios. 

…» 

 

Es así que, exponemos de manera literal las consideraciones vertidas por las 

diputadas integrantes de la Comisión que enviaron su opinión: 

 

Diputada Sandra Alicia Pedroza Orozco 

Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano 

«En análisis de esta iniciativa, coincidimos y respaldamos lo señalado 

por los iniciantes en las siguientes puntuaciones: 

A). La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico 

universal reconocido en diversos textos internacionales sobre 

derechos humanos… 

Reconocido también por la ONU Mujeres.3 La igualdad de género es 

fundamental para crear una sociedad sana en todos sus ámbitos, desde la 

 
3 ONU Mujeres. ODS 5: Lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas. Recuperado de: 
https://www.unwomen.org/es/news/in-focus/women-and-the-sdgs/sdg-5-gender-equality 
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reducción de la pobreza hasta la promoción de la salud, la educación, la 

protección y el bienestar de niñas y niños. 

En ese sentido, vale la pena señalar que la propia Agenda 2030 para el 

Desarrollo Sostenible adoptada por los países miembros de las Naciones 

Unidas, reconoce que la igualdad de género y el empoderamiento de las 

mujeres son necesarios para el desarrollo sostenible, y en particular el 

Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 5 refiere que: 

La igualdad de género no solo es un derecho humano, sino que es uno 

de los fundamentos esenciales para construir un mundo pacífico, 

próspero y sostenible. Se han conseguido algunos avances durante las 

últimas décadas, pero el mundo está lejos de alcanzar la igualdad de 

género para 2030. 

Las mujeres y niñas constituyen la mitad de la población mundial y, por tanto, 

también la mitad de su potencial. Pero la desigualdad de género prevalece y 

estanca el progreso social. 

Desde la Bancada Naranja, respaldamos la urgente necesidad de promover 

todas las herramientas posibles que garanticen un camino hacia el derecho a 

la igualdad de género en todos los ámbitos, por ello, en la agenda legislativa 

de Movimiento Ciudadano se impulsan acciones que promuevan la igualdad 

de género para que todas las personas cuenten con los mismos derechos y 

oportunidades, con el fin de mejorar su calidad de vida y contribuir al 

bienestar social. 

B). Resulta imprescindible armonizar la legislación nacional con los 

estándares internacionales en materia de derechos humanos, 

incorporando de manera transversal la perspectiva de género y 
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diversidad en los procesos legislativos. En ese alcance la 

incorporación de una evaluación de impacto de género en todas las 

iniciativas de ley presentadas es una medida fundamental para 

consolidar un Estado de derecho que garantice este principio. 

De acuerdo con el Diccionario Universal de Términos Parlamentarios4, “La 

técnica legislativa, es una parte del Derecho Parlamentario que tiene como 

objeto de estudio el conocimiento de los pasos que se adoptan para la 

elaboración y adecuada redacción de las leyes en general y de las 

disposiciones normativas particulares, así como para sus reformas o 

enmiendas. Por tratarse de un saber específico sistematizado, está 

encuadrado en lo que algunos autores denominan Teoría de la Legislación. La 

acción legislativa desarrollada por los parlamentos, debe ajustarse a reglas o 

normas técnicas en general, pero por lo que atañe al proceso de creación de 

las normas, su propósito al legislar debe ser el de interpretar la realidad para 

normarla elaborando leyes eficaces que garanticen su vigencia.” 

Incluir a los productos legislativos la perspectiva de género es crucial para 

crear leyes y políticas públicas que atiendan de manera real y focalizada a las 

necesidades e intereses de todas y todos los ciudadano, independientemente 

de su género. Al incorporar la perspectiva de género, se fortalece que las leyes 

no perpetúen desigualdades, sino que promuevan la igualdad y la justicia 

social. 

Armonizar la legislación permitiría lo que desde la propia Ley General para la 

Igualdas entre Mujeres y Hombres se presisa por perspectiva de género, 

 
4 Francisco B. V., et al. Diccionario Universal de Términos Parlamentarios. P. 729. Recuperado de: 
https://www.diputados.gob.mx/sedia/biblio/virtual/dip/dicc_tparla/Dicc_Term_Parla.pdf 
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refiriéndola como la metodología y los mecanismos que permiten identificar, 

cuestionar y valorar la discriminación, desigualdad y exclusión de las mujeres. 

C). La evaluación de impacto de género ofrece una herramienta 

práctica para fortalecer la perspectiva de género en el diseño 

normativo. Este enfoque no solo es un mandato ético y jurídico, sino 

también una estrategia eficaz para mejorar la calidad de las políticas 

públicas. Implementar este tipo de evaluación no solo promueve la 

justicia social, sino que también refuerza la legitimidad de las 

instituciones públicas, al demostrar un compromiso real con la 

erradicación de las brechas de género. Una evaluación de impacto de 

género permitiría identificar y corregir posibles consecuencias no 

previstas en las iniciativas legislativas, asegurando que ninguna 

población sea afectada de manera desproporcionada o injusta. 

Un enfoque de género ofrece que en todos los ámbitos de nuestra vida, se 

contemple la igualdad política y social, a fin de visibilizar un impacto 

diferenciado sobre las decisiones y acceso a las estructuras de poder de que 

una sociedad y su régimen político disponen para la toma de decisiones y la 

asignación de los recursos. 

Coincidimos con los iniciantes en que contar con una evaluación sobre el 

impacto de género permitirá avanzar en la garantía de que las acciones y 

políticas no perpetúen o incrementen las desigualdades de género, sino que 

promuevan la equidad y la justicia social. 

En Movimiento Ciudadano respaldamos lo ya referido por nuestro coordinador 

de la Comisión Operativa Nacional: “México necesita construir una nueva 
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cultura de la igualdad y de respeto a la diversidad para que todas las personas 

puedan ejercer sin barreras todos sus derechos”.» 

 

Diputada Susana Bermúdez Cano 

Diputada Ana María Esquivel Arrona  

Diputada Yesenia Rojas Cervantes 

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional 

 

«Consideraciones generales 

La iniciativa propone adicionar como parte de la evaluación ex ante de las 

iniciativas la inclusión del impacto de género, como un nuevo tipo de impacto 

de los contemplados en el catálogo previsto en el artículo 209 de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato. Esta adición tiene 

como propósito allegar de elementos que permitan al legislador identificar, de 

manera preventiva, que una determinada decisión legislativa pueda tener 

impactos negativos o regresivos en el reconocimiento de la igualdad entre 

mujeres y hombres. 

Al respecto, se debe considerar la relevancia de la evaluación legislativa que 

se realiza sobre los impactos de las iniciativas pues constituye una 

herramienta que permite analizar, en un primer momento, los elementos 

sobre los cuales la iniciante basa sus valoraciones y expone sus argumentos 

en torno a la idoneidad del texto que se propone, sus efectos sociales, 

presupuestales e institucionales en torno a una norma jurídica o política 

pública propuesta. 

De ahí la importancia de la propuesta porque permitirá a quienes ejercen el 

derecho de iniciativa realicen invariablemente, con perspectiva de género, 

normas que no creen situaciones de desequilibrio de poder entre hombres y 
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mujeres como consecuencia de su género, que reconozcan la particular 

situación de desventaja en la cual históricamente se han encontrado las 

mujeres, con lo cual se puedan identificar las discriminaciones que de derecho 

o de hecho pueden sufrir hombres y mujeres, ya sea directa o indirectamente, 

con motivo de la aplicación del marco normativo. 

Lo anterior, se traduce en esta acción legislativa a fin de garantizar que las 

normas se ajusten al derecho fundamental de igualdad, en su vertiente de 

igualdad formal o igualdad ante la ley, tutelado en el artículo 1° de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece un 

mandato dirigido a las personas legisladoras que ordena el igual tratamiento 

a todas las personas en la distribución de los derechos y obligaciones. 

La igualdad formal, antes referida, consiste en que el contenido de todas las 

normas no debe imponer tratos diferenciados injustificados o violatorios del 

principio constitucional de proporcionalidad en sentido amplio. 

En este sentido, las iniciativas de nuevas leyes o modificaciones a las leyes ya 

existentes requerirán contar con mayores elementos que permitan, durante 

su proceso de estudio y dictaminación, visibilizar su impacto diferenciado en 

los destinatarios de la misma, particularmente tratándose de mujeres, niñas 

y adolescentes. 

Asimismo, el impacto de género permitirá determinar si el objetivo de la 

propuesta de reforma o ley completa tiene como finalidad remover o disminuir 

obstáculos sociales, políticos, económicos, culturales o de cualquier otra 

naturaleza, que impidan a las mujeres, colocadas en situaciones de 

desventaja y de vulnerabilidad, gozar o ejercer de manera real y efectiva sus 

derechos humanos, en condiciones de paridad con otras personas o grupos 

de personas. 

Refuerza lo anterior, el criterio jurisprudencial siguiente: 
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DERECHOS FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD Y A LA NO 

DISCRIMINACIÓN. METODOLOGÍA PARA EL ESTUDIO DE CASOS QUE 

INVOLUCREN LA POSIBLE EXISTENCIA DE UN TRATAMIENTO 

NORMATIVO DIFERENCIADO. Las discusiones en torno a los derechos 

fundamentales a la igualdad y a la no discriminación suelen transitar por tres 

ejes: 1) la necesidad de adoptar ajustes razonables para lograr una igualdad 

sustantiva y no meramente formal entre las personas; 2) la adopción de 

medidas especiales o afirmativas, normalmente llamadas "acciones 

afirmativas"; y, 3) el análisis de actos y preceptos normativos que directa o 

indirectamente (por resultado), o de forma tácita, sean discriminatorios. En el 

tercer supuesto, cuando una persona alega discriminación en su contra, debe 

proporcionar un parámetro o término de comparación para demostrar, en 

primer lugar, un trato diferenciado, con lo que se busca evitar la existencia de 

normas que, llamadas a proyectarse sobre situaciones de igualdad de hecho, 

produzcan como efecto de su aplicación: i) una ruptura de esa igualdad al 

generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas; o, ii) efectos 

semejantes sobre personas que se encuentran en situaciones dispares. Así, los 

casos de discriminación como consecuencia de un tratamiento normativo 

diferenciado exigen un análisis que se divide en dos etapas sucesivas y no 

simultáneas: la primera implica una revisión con base en la cual se determine 

si las situaciones a comparar en efecto pueden contrastarse o si, por el 

contrario, revisten divergencias importantes que impidan una confrontación 

entre ambas por no entrañar realmente un tratamiento diferenciado; y una 

segunda, en la cual se estudie si las distinciones de trato son admisibles o 

legítimas, lo cual exige que su justificación sea objetiva y razonable, utilizando, 

según proceda, un escrutinio estricto –para confirmar la rigurosa necesidad de 

la medida– o uno ordinario –para confirmar su instrumentalidad–. En ese 

sentido, el primer análisis debe realizarse con cautela, pues es común que 

diversas situaciones que se estiman incomparables por provenir de situaciones 

de hecho distintas, en realidad conllevan diferencias de trato que, más allá de 



 
 

 
 

 
 

11 
 

 

no ser análogas, en realidad se estiman razonables. En efecto, esta primera 

etapa pretende excluir casos donde no pueda hablarse de discriminación, al no 

existir un tratamiento diferenciado. 

Con base en lo anterior, la iniciativa contribuye a garantizar la igualdad formal 

con enfoque en derechos humanos y por ende, contribuye a la igualdad 

sustantiva pues exige una medida apropiada, para evitar que las normas 

posean diferenciaciones injustificadas, discriminaciones sistemáticas, a fin de 

que la operatividad del orden jurídico tenga lugar en auténticas condiciones 

de equidad e igualdad entre mujeres y hombres. 

Por lo anteriormente expuesto, solicitamos se agregue la presente opinión 

como parte de la opinión consolidada que, en su momento, aprobará la 

Comisión para la Igualdad de Género.»  

 

Con las consideraciones anteriores damos por concluida la opinión que nos 

fue encomendada por la presidencia de la Mesa Directiva en relación con la iniciativa 

señalada en el proemio del presente documento, con fundamento en el artículo 116 

fracción V de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato. 

 

 

Guanajuato, Gto., 19 de mayo de 2025 

La Comisión para la Igualdad de Género 

 

 

 
Dip. Susana Bermúdez Cano 

Presidenta 

 
 

 
 
 



 
 

 
 

 
 

12 
 

 

 
 

La presente hoja de firmas corresponde a la opinión en materia de igualdad de género sobre la iniciativa formulada 

por diputadas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional y por la diputada de la 

Representación Parlamentaria del Partido de la Revolución Democrática por la que se reforma el último párrafo y se 

adiciona una fracción V al artículo 209 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato. (ELD 

139/LXVI-I) 

 
 

Dip. Yesenia Rojas Cervantes 
Vocal  

 
 

 
 
 

Dip. Ana María Esquivel Arrona 
Vocal 

  
 

Dip. Maribel Aguilar González 
Vocal 

 

 
 

Dip. Sandra Alicia Pedroza Orozco  
Secretaria 


